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SEÑORA:
JUEZA   DECIMO CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 

E.                               S.                            D.

REF: ORDINARIO DE PERTENENCIA DE DAVID FERNANDO REBOLLEDO OLARTE Y NEIDA ESTHER REBOLLEDO OLARTE CONTRA ANDRES NORIEGA MUÑOZ.

RAD: 00193-2018.-

OCTAVIO JESUS PEÑA CERVERA , Abogado Titulado y en ejercicio, Identificado como  aparece  al pie de mi respectiva firma, titular del correo electrónico: opecer1@gmail.com, actuando en condición de apoderado judicial del demandado señor ANDRES NORIEGA MUÑOZ, y quien es el titular del correo electrónico: serdnanoriega@gmail.com; a Usted con mis respetos me dirijo y dentro del término legal para hacerlo a fin  de interponer recurso de reposición y en subsidio apelación  al auto calendado 19 de junio de esta anualidad  y donde resuelve entre otros ordenar a l  demandado , ANDRES NORIEGA MUÑOZ, permitir  a los demandantes DAVID FERNANDO REBOLLEDO OLARTE Y NEIDA ESTHER REBOLLEDO OLARTE, o  a su apoderado judicial , el acceso al predio  objeto del presente proceso , a fin de de que instalen  la valla de que trata  el numeral séptimo del articulo 375 del Código General  del proceso , ordenada en el numeral sexto del auto 2 de mayo de 2018, para lo cual me permito  invocar las siguientes enunciaciones:

Antecedentes QUE MOTIVAN EL AUTO ACUSADO

Invoca su despacho al desatar el auto acusado:
Primero: Visto y constado el informe secretarial, se observa que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia , en sentencia de tutela del 29 de abril de 2020, ordeno sin dejar efecto  el auto adiado 8 de noviembre de 2019   y toda disposición que de él se desprenda,  así  mismo , desatar nuevamente el recurso de reposición interpuesto contra el proveído de 16 de septiembre de 2019.(Subrayas, cursivas  y negrillas son mías)
Segundo: …excepto el haber ordenado al demandado cumplir con la carga establecida en el numeral séptimo del articulo 375 del Código General del Proceso, a sus expensas. En consecuencia, se obedecerá y cumplirá lo resuelto por el superior. (Subrayas, cursivas  y negrillas son mías)
Tercero: No obstante, es oportuno aclarar que en el auto calendado 8 de noviembre de 2019 se resolvieron dos inconformidades enrostradas por el demandado, de naturaleza distinta. La primera referente a la imposición de la carga de instalación de la valla….. (Subrayas y negrillas son mías)
Cuarto: Adicionalmente, se resolverá nuevamente el recurso de reposición interpuesto contra la providencia de fecha 16 de septiembre de 2019, con estricto acogimiento de lo considerado por la Corte Suprema de Justicia, con la salvedad mencionada previas las siguientes CONSIDERACIONES
Entre otras:

En el caso analizado, el apoderado judicial de la parte demandada a través de memorial del 20 de septiembre de 2019, interpuso reposición contra el proveído calendado 16 de septiembre del mismo año , con los siguientes argumentos:
Que no se proceda con lo ordenado porque el despacho no puede revalidar una evidente temeridad de la parte demandante.

Que la valla ha debido ser instalada hace mucho tiempo y que los demandantes deseñan estrategias jurídicas fallidas para desgastar el sistema judicial, colocando direcciones inexistentes del verdadero domicilio del demandado.
Además, consigno en las consideraciones:
En su lugar, se ordenará al demandante instalar la valla y al demandado permitir al demandante la entrada al predio objeto de  usucapión , solo con la finalidad de cumplir con la carga procesal de instalar esa valla , tal como fue sugerido  por la Corete Suprema de Justicia…. (Cursivas y negrillas son mías)
ARGUMENTOS DE LOS FUNDAMENTOS DE LA RECUSACION AL AUTO INVOCADO.
1.- Respecto a su consideración de afirmar que ordenará al demandante instalar la valla y al demandado permitir al demandante la entrada al predio objeto de  usucapión , solo con la finalidad de cumplir con la carga procesal de instalar esa valla , tal como fue sugerido  por la Corte Suprema de Justicia, cabe precisar que  es determinante fundamentar que dicho texto incluido en la  sentencia de tutela del 29 de abril de 2020, obedece  es a una motivación de lo que considero un exabrupto del despacho e invoco tal contexto para reafirmar la resolución adoptada en el citado fallo de tutela.
 En este orden Cabe mencionar que para el autor MAXIMILIANO ARAMBURO, la motivación como justificación racional de la decisión no desempeña solo una función, este autor al hablar de los fines de la motivación, hace una enumeración de cuatro funciones que han sido atribuidas históricamente a la ésta, así: “1) impedir que la decisión se funde en arbitrariedad; 2) favorecer una mayor perfección en el proceso de elaboración de la sentencia –lo cual confunde los procesos de decisión y motivación y los contextos de descubrimiento y de justificación-; 3) la función persuasiva o didáctica; y 4) la facilitación de la labor de los órganos jurisdiccionales superiores” (ARAMBURO, Maximiliano A. "Sobre la relación entre la motivación de las sentencias y el precedente judicial. Aportaciones a un debate" Responsabilidad Civil, Derecho de seguros y Filosofía del Derecho. Estudios en homenaje al profesor Javier Tamayo Jaramillo. Colombia, Editorial Biblioteca Jurídica Dike, 2011, p. 1435-1436)
Así mismo, este autor hace la distinción que han hecho otros autores, entre las funciones de la motivación, diferenciando:

“…las que tienen que ver con las relaciones internas que se producen dentro del proceso, sea en relación con las partes, sea en relación con los jueces que intervienen en fases diferentes, y otras –las que se podrían considerar actualmente como de mayor importancia de cara al llamado argumento contramayoritario contra el poder judicial– tienen que ver con la sociedad en su conjunto. La existencia de este doble nivel de funciones se ve reflejada en la actualidad en la consagración de las normas sobre la motivación en normas procesales ordinarias pero también en normas constitucionales relativas al funcionamiento de la administración de justicia” (  86 Ibídem, p. 1436   ) ( negrillas son mías)
Al adentrarnos en el caso que nos ocupa, la parte resolutiva de la sentencia de tutela referenciada no ordena lo que aquí se acusa , ya que si la misma se basa en la lesión de derechos del aquí demandado,  mal se podría interpretar que se aplique tal orden para el cumplimiento de lo que no puede ser, ya que probado esta en un simple ejercicio hermenéutico de las pruebas documentales que aquí afloran, que los demandantes no poseen el inmueble y que lo arriba referenciado es una estrategia temeraria de los mismos. Tan cierto es lo anteriormente esbozado, es que su despacho ha sido testigo que los demandantes nunca cumplieron la carga procesal en los términos de ley de lo ordenado por auto calendado 18 de julio del 2019 (aportar la evidencia de la instalación de la valla requerida para este tipo de procesos).
Por ello su señoría y en mi propósito, es determinante acoger en palabras, del autor español TOMÁS-JAVIER ALISTE SANTOS, en su obra:  La Motivación de las Resoluciones judiciales. Madrid, Editorial Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales S.A. 2001, la necesidad de motivar la sentencia se entiende como un medio de conocimiento y control al razonamiento del juez que dicta la resolución, ejerciéndose así un control no sólo por el funcionario jurisdiccional superior que llegue a conocer la sentencia por un supuesto caso de impugnación de la misma, sino que, este ejercicio de motivación hace que el propio juez que emite la sentencia realice un autocontrol sobre su providencia, encaminado a justificar la motivación de su resolución, con el fin de que las partes encuentren claridad en lo que él dispone ( negrillas son mías).
2.- Ahora bien, si tratándose de las consideraciones esbozadas por el Togado al proferir la sentencia de tutela del 29 de abril de 2020, debemos entonces en virtud de los artículos 13 y 14 de nuestra normatividad superior, revalidar lo que allí se insertó en consideración de los legítimos derechos del aquí demandado como son entre otros a saber:
· Conforme lo expuesto, se colige que la decisión del estrado acusado ha generado el quebranto de las prerrogativas invocadas porque la carga impuesta al extremo  demandado  --propietario del bien materia  de usucapión-- , es desproporcionada. Nada justifica asignarle a él mismo asumir obligaciones pecuniarias para el enteramiento de terceros y con la eventualidad futura de terminar siendo despojado de su propio bien por via judicial.
· Si bien la heredad se encuentra, actualmente, en manos del llamado a juicio, ello no habilitaba al juzgador a, exigirle a éste colaborar con la justicia en los términos descritos ,……… (pág. 19) (Subrayas, cursivas  y negrillas son mías)
· Sobre esto último, esta sala, en un caso equiparable , señaló:
“(…)[l} a actividad judicial debe estar presidida por la virtud de  la prudencia, que exige al juez obrar con cautela , moderación y sensatez a la hora de aplicar , mas cuando,  como en el caso  de autos , la aplicación  errada de las normas  puede conducir a una restricción excesiva de derechos  fundamentales, en este caso el derecho al debido proceso(…)”.  (este texto como bien se observa al pie de la página 20, corresponde a la CSJ, STC14811 de 29 de octubre de 2015 Exp. 76001-22-10-000-2015-00183-01) 
· …por cuanto en el presente caso se enfrenta un requisito procesal y no una labor de adjudicación de cargas probatorias. ( pág. 21) (Cursivas y negrillas son mías).
3.- Es determinante acoger que no se puede obligar a un legitimo propietario y tenedor de un inmueble a permitir el ingreso de terceros a instalar una valla en cumplimiento de la ritualidad procesal, cuando aflora de manera expresa, concreta y contundente en la foliatura presente tres circunstancias de modo, tiempo y espacio como son:
1. Por regla general, quien es dueño o propietario de un bien o inmueble, tiene la posesión a no ser que haya permitido que un tercero la tome.

Se entiende como propietario la persona que tiene el dominio jurídico del bien, que, en el caso de bienes inmuebles sujetos a registro, es quien aparezca en el registro, y de allí la importancia de registrar la propiedad.

Recordemos que el artículo 764 del código civil, al hablar de la posesión regular, que se adquiere mediante justo título, señala que: «Si el título es traslaticio de dominio, es también necesaria la tradición.»
Un justo título traslaticio es por ejemplo una escritura de compraventa, y en tal caso es necesaria la tradición, que se materializa con la inscripción de la escritura de venta en la oficina de registro de instrumentos públicos.

La sola escritura de venta, aunque haya entrega material del inmueble, no completa la tradición, por tanto, no se es legítimo dueño hasta tanto no se inscriba en la oficina de registro. Y en este caso se cumple este precepto.
2. El auto aquí acusado, reconoce de su parte lo anteriormente invocado en virtud de la siguiente definición: “Que el Tribunal Superior del Distrito de Barranquilla, mediante sentencia del 29 de mayo del 2019, resolvió no reconocer la pretensión de los demandantes en ingresar nuevamente al inmueble objeto de la litis  (pag2 de 4).
3. En auto calendado 18 de julio de 2019 su despacho determino: En consecuencia, en virtud de lo establecido en el numeral primero del articulo 317 del Código General del Proceso, se requerirá para lo mencionado, so pena de decretar desistimiento tácito.  (Cursivas y negrillas son mías).
4.- En los preceptos de la parte resolutiva de la sentencia de tutela del 29 de abril de 2020 que fundamenta el auto acusado, se mantiene el exceso y la lesión de la garantía sustancial a que tiene derecho mi representado y revalidada en este fallo de tutela, y de mantenerse generaría lo que doctrinalmente se define como un Abuso del derecho. 

Al respecto el autor Louis Josserand, en su obra:  Del Abuso de los Derechos y otros ensayos. Editorial Temis, Bogotá, 1999, P. 5, definió: “… es abusivo cualquier acto que, por sus móviles y por su fin, va contra el destino, contra la función del derecho que se ejerce; al criterio puramente intencional tiende a sustituirse un criterio funcional, derivado del espíritu del derecho, de la tarea que le está encomendada. Cada derecho tiene su espíritu, su objeto, su finalidad; quien quiera que intente apartarlo de su misión social, comete una falta, un abuso del derecho susceptible de comprometer, dado el caso, su responsabilidad “. (Cursivas y negrillas son mías).
En  este orden y en un simple pensamiento parroquiano  pareciera  su advertencia  consignada en la pagina 3 de 4 del contexto del auto acusado como una intimidación  al anunciar compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación, cuando lo que aquí se dirime no es  que se cumplan las ordenes del juez , entendiendo estas , al tenor del artículo 161 de la ley 906 del 2004 , todos aquellos mandatos judiciales, distintos a las sentencias  y a los autos dirigidos  “ a disponer cualquier otro tramite de los que la ley establece para dar curso a la actuación o evitar el entorpecimiento de la misma” , sino a  la revalidación del derecho sustancial por parte de mi mandante  en cuanto a un evidente yerro jurídico, lo cual es advertido por la misma  Corte  Suprema de Justicia en Casación  del 17 de Noviembre de 1934 XIII 623, la que advierte sobre estas situaciones y  conceptualizó: “Que las resoluciones judiciales aun ejecutoriadas, con excepción de las sentencias, no son ley el proceso, sino cuando se amoldan al marco que prescribe el procedimiento, pero cuando se trata de una providencia ilegal aun en el caso que ello quede ejecutoriada, no obliga al funcionario que erróneamente la haya proferido a seguir incurriendo en otros yerros, vendrían como consecuencia de la tramitación posterior del negocio con base en providencias ilegales”, en una clara lesión del debido proceso a mi representado y donde nuevamente le indico al despacho  lo advertido en igual manera por la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-339-1996, definió: “El derecho al debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados que han acudido a la administración pública ó ante los jueces, una recta y cumplida decisión sobre sus derechos”.- (Negrillas, cursivas y subrayado son mías).
PARAGRAFO: Es determinante analizar y frente a la amenaza de inicio de reproche de conducta penal en estas circunstancias revalidadas y evidentes en la presente foliatura, que Mi poderdante tiene la acreencia firme de defender sus legítimos derechos al ser conocedor de  argumentos que así lo respaldan , entre ellos, el  contexto de  sentencia del 29 de mayo del 2019 emanada del  Tribunal Superior del Distrito de Barranquilla y donde  resolvió no reconocer la pretensión de los demandantes en ingresar nuevamente al inmueble objeto de la litis   y además como propietario y poseedor del bien inmueble , mi  representado señor ANDRES NORIEGA MUÑOZ tiene el dominio jurídico del bien y debidamente registrado su propiedad en fiel cumplimiento de  la jurisdicción de lo notariado y registro, y por lo tanto por regla general, quien es dueño o propietario de un bien o inmueble, tiene la posesión a no ser que haya permitido que un tercero la tome.

Se entiende lo anterior en virtud a que en estas condiciones de lo que hoy se reprocha en el contexto de este recurso, es prever que un ataque a la posesión, es un ataque a la persona humana (Savigny). El orden público puede afectarse si no se protege al poseedor. En este orden y mantener vigente el contexto aquí acusado y reprochado si dinamiza la afectación a nuestro ordenamiento penal, al dinamizarse una clara y contundente violación del artículo 416 -de la codificación penal vigente en el Estado colombiano. (Negrillas y subrayado son mías).
5.-   Es clara la parte resolutiva de la sentencia de tutela del 29 de abril de 2020 y probado esta que la decisión del despacho en pretender a cualquier costa la instalación de la valla para  favorecer lo que los aquí demandantes  puedan cumplir un requisito de ley ajenos a la realidad que evidencia no solo lo probado si no lo tramitado en la presente foliatura, constituye a simple vista un desacato.
Por lo tanto este énfasis en lograr el cumplimiento del fallo de tutela se justifica en primer lugar por el carácter normativo que se predica de la Constitución (Artículo 4º) por lo cual el incumplimiento de las órdenes proferidas en el fallo de tutela se traducen en una vulneración del artículo 86 de la Constitución, de los derechos fundamentales protegidos mediante el fallo y del principio de la eficacia de los fallos judiciales [ SU-1158 de 2003].
                                                                  PETICION 

Pido se revoque  la parte resolutiva del auto calendado 19 de junio  del 2020 referente a “ ordenar a l  demandado , ANDRES NORIEGA MUÑOZ, permitir  a los demandantes DAVID FERNANDO REBOLLEDO OLARTE Y NEIDA ESTHER REBOLLEDO OLARTE, o  a su apoderado judicial , el acceso al predio  objeto del presente proceso , a fin de que instalen  la valla de que trata  el numeral séptimo del artículo 375 del Código General  del proceso , ordenada en el numeral sexto del auto 2 de mayo de 2018,   “ y resolver en su lugar el desistimiento tácito manifestado por esta sede judicial en auto calendado 18 de julio de 2019que se  encuentra ejecutoriado  y el cual es  el fundamento  de reposición interpuesta contra auto adiado 16 de septiembre de 2019  y donde la Honorable Corte Suprema de Justicia Sala Civil-Familia Ordeno desatar nuevamente.
De ser negado lo anterior, solicito al despacho conceda la alzada para que sea el superior jerárquico quien resuelva este conflicto.
De la   Señora Jueza, Atte.
OCTAVIO JESUS PEÑA CERVERA 

C.C. No.- 8.742.314 de Barranquilla

T.P. No.- 99.759 CSJ.

